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Introducción
Durante el primer cuarto del siglo XXI, Colombia ha atravesado procesos de apertura y cierre demo-
crático que han marcado su vida política y social. Reconocido como uno de los países con una de-
mocracia más longeva y estable de América Latina, Colombia ha enfrentado dinámicas complejas 
de transformación en busca de una consolidación democrática que no solo garantice estabilidad 
institucional, sino también una mayor calidad ciudadana. Este periodo ha evidenciado los esfuerzos 
por equilibrar las demandas de inclusión y justicia con las tensiones generadas por factores estruc-
turales que desafían su viabilidad.

A lo largo de estos 25 años, el país ha enfren-
tado desafíos significativos, como un conflicto 
armado de larga duración, el fortalecimiento de 
economías ilícitas y una desconexión creciente 
entre la ciudadanía y los partidos políticos tra-
dicionales, lo que ha dificultado la construcción 
de consensos democráticos. Sin embargo, tam-
bién ha logrado hitos relevantes, como la firma 
de acuerdos de paz con distintos grupos arma-

dos, reformas institucionales destinadas a for-
talecer el sistema democrático y el surgimiento 
de liderazgos políticos diversos. Estas transfor-
maciones han contribuido a reconfigurar las di-
námicas entre el Estado y la ciudadanía, abrien-
do nuevas oportunidades para una democracia 
más inclusiva y participativa, aunque aún mar-
cada por tensiones y retos persistentes.

Gráfico 1. Índice de democracia liberal de Colombia (2000-2023)

Fuente: V-Dem (2024).
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Para comprender estos procesos de apertura y 
cierre, resulta necesario reconocer cómo se han 
reflejado en indicadores que permiten medir 
la calidad de la democracia y el ejercicio de la 
ciudadanía en Colombia. Mediciones interna-
cionales como el Índice de Democracia Liberal 
(“Liberal Democracy Index” en su nombre origi-
nal), ofrecen una visión cuantitativa y cualitati-
va de los avances y retrocesos experimentados 
durante este periodo. En particular, este índice 
responde a la pregunta sobre el logro del ideal 
liberal en el que la democracia protege los de-
rechos individuales, establece límites claros a 
los poderes del Estado, en particular al poder 
ejecutivo, y se corresponde en un puntaje don-
de 1 significa mayor democracia y 0 menor de-
mocracia. Como se observa en el Gráfico 1, Co-
lombia arrancó el siglo con un índice inferior al 
promedio de América Latina, sin embargo, lue-
go de la primera década logró superarse y man-
tenerse por encima de la media de los países de 
la región.

Desde luego que el índice de democracia liberal 
en Colombia sigue lejos de marcar una consoli-
dación plena, pero ha ido incrementando pau-
latinamente a lo largo del siglo XXI. Uno de los 
fenómenos que, creemos, ha llevado a que esta 
consolidación se realice de manera lenta es la 
violencia y los conflictos armados que ha atra-
vesado el país desde su establecimiento como 
república independiente. En este sentido, nos 
preguntamos cómo se vinculan las aperturas y 
los cierres democráticos con la violencia política 
en el primer cuarto del siglo XXI en Colombia.

Para abordar esta cuestión, el texto ofrece un 
balance del estado de la democracia y la ciu-
dadanía en Colombia tras 25 años del siglo XXI, 
explorando los avances, retrocesos y desafíos 
que han marcado este periodo. A través de un 
análisis de las transiciones de la violencia, la 
conflictividad social y los esfuerzos hacia la paz, 
se busca comprender cómo diferentes dimen-
siones claves han impactado la calidad de la 
democracia y las posibilidades de construir una 
sociedad más participativa e inclusiva.

Centrar la atención en fenómenos tan amplios 
como la violencia, el conflicto armado y la cons-

trucción de paz y la ciudadanía nos permite ca-
racterizar los principales procesos de cambio po-
lítico. Además, facilita vincular múltiples eventos 
que ocurrieron durante el periodo estudiado y 
que directa o indirectamente tuvieron repercu-
siones sobre la consolidación de la democracia 
en Colombia.

Para lograr el balance, este texto parte por expli-
car cómo se vinculan las diferentes dimensiones 
del proceso de cambio, así como la metodología 
utilizada en el mismo. Las transformaciones que 
atañen a la calidad de la democracia están aso-
ciadas a cambios institucionales, geopolíticos, 
en las dinámicas del conflicto armado, así como 
modificaciones en las preferencias ciudadanas 
y en la cultura política. Los resultados de estas 
transformaciones se representan de manera 
disímil al revisar el nivel nacional y subnacional. 
Mientras en el primero se logra avanzar hacia 
una aparente consolidación democrática, en el 
segundo se evidencia que existen territorios en 
los que la violencia persiste y limita la consolida-
ción democrática.

Las seis dimensiones para el 
balance de la democracia en 
Colombia
La democracia colombiana, aunque formal-
mente robusta, ha sido puesta a prueba por 
diversos fenómenos a lo largo del primer cuar-
to del siglo XXI. Aunque muchos de estos fenó-
menos han incidido para generar procesos de 
apertura democrática, también han expuesto 
las vulnerabilidades del sistema político fren-
te a la captura institucional (Garay Salamanca, 
2008) y la debilidad del Estado en garantizar 
derechos fundamentales y el monopolio legíti-
mo de la fuerza. 

Consideramos que es posible identificar seis 
dimensiones a partir de las cuales se pueden 
agrupar los fenómenos que han incidido en 
los procesos de apertura y cierre democrático. 
Estas dimensiones son: la geopolítica, las insti-
tuciones, el sistema de partidos, la trayectoria 
del conflicto armado interno, los agentes de la 
violencia y la cultura política (ver Ilustración 1).
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Ilustración 1. Dimensiones del análisis

Fuente: elaboración propia.

Estas dimensiones han sido construidas de 
manera arbitraria, tomando como referencia 
enfoques previos de estudios sobre democra-
cia y conflicto en Colombia, y buscan capturar 
aspectos clave de las interacciones entre el Es-
tado, las y los ciudadanos y los actores armados.

 Cada una de estas dimensiones representa una 
capa de la “cebolla” en la que en el núcleo se 
encuentra la ciudadanía, quien en un contexto 
de alta violencia y represión ha desempeñado 
un papel central, como agente de resistencia 
frente a la exclusión y la violencia, y como pro-
motora de transformaciones sociales mediante 
movimientos y plataformas que exigen el fin 
del conflicto por medio de la pacificación, la 
equidad y la justicia social.

La dimensión geopolítica toma en cuenta el im-
pacto de factores internacionales y regionales 
en la democracia colombiana. Aquí se incluyen 
el rol de actores externos, las dinámicas fronteri-
zas y las implicaciones de acuerdos o tensiones 
internacionales que han influido en el manejo 
del conflicto interno y las políticas nacionales. 
Por otro lado, la dimensión institucional exami-
na cómo las estructuras estatales han respon-
dido a las demandas ciudadanas, su capacidad 
para garantizar derechos fundamentales, y su 
resistencia o vulnerabilidad frente a fenómenos 
como la corrupción y la captura institucional.

En cuanto a la dimensión que explora el sistema 
de partidos, esta examina el comportamiento 
de los partidos políticos y su papel en la repre-
sentación política, teniendo en cuenta fenóme-
nos como el clientelismo, la fragmentación y la 
desconexión entre la gente y las élites políticas. 
Por su parte, la dimensión del conflicto armado 
interno aborda la trayectoria histórica del con-
flicto, con énfasis en el primer cuarto del siglo 
XXI e identificando cómo los cambios en su in-
tensidad, territorialidad y vías de atención han 
influido en la estabilidad democrática y en las 
posibilidades de construcción de paz.

La penúltima dimensión se centra en los agen-
tes de la violencia e implica los actores armados, 
tanto legales como ilegales, y su impacto en las 
dinámicas democráticas. Incluye el análisis de 
grupos guerrilleros, paramilitares y criminales, 
así como su relación con el Estado y las perso-
nas. Finalmente, la dimensión de la cultura po-
lítica considera las prácticas ciudadanas emer-
gentes frente a la democracia, la participación 
política y el conflicto armado, considerando 
cómo estas han incidido a lo largo del periodo 
estudiado y cómo influyen en la consolidación 
democrática.  

Cada una de estas dimensiones ofrece un 
marco analítico para realizar un balance de la 
democracia en Colombia a 25 años de haber 
iniciado el nuevo siglo, haciendo énfasis en la 
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violencia, el conflicto y la construcción de paz. 
Reconocemos que cada categoría tiene expre-
siones variadas, lo que genera una ventana de 
oportunidad para continuar explorándolas en 
análisis particulares de gran cobertura.  

Este trabajo sobre el vínculo entre las aperturas 
y los cierres democráticos con la violencia polí-
tica en el primer cuarto de siglo XXI es de tipo 
exploratoria ya que no pretende desarrollar una 
teoría propia, sino aplicar marcos teóricos exis-
tentes a un contexto en específico. Al referirse 
a las transformaciones institucionales, geopolí-
ticas, así como los cambios en las preferencias 
ciudadanas y en la cultura política, se toman 
como referencia variables objetivas y subjetivas 
(Knutsen et al, 2024) que conforman coyuntu-
ras críticas las cuales inciden directamente so-
bre la calidad democrática de Colombia.

La lógica que orienta este trabajo es de orden 
deductivo. Si bien se realizará la consulta de da-
tos empíricos sobre violencia política en el terri-
torio nacional, el sentido de los mismos estará 
dado por los hallazgos identificados en la lite-
ratura. Utilizamos también datos cuantitativos 
extraídos de los mapas de riesgo por violencia 
elaborados por la Misión de Observación Elec-
toral (MOE) en los que se registra la variación en 
el territorio nacional de indicadores de violencia 
contextual que pueden tener incidencia directa 
en la calidad de la democracia.

A continuación, se describen las transformacio-
nes en cada una de estas dimensiones, inician-
do por aquellas que hacen énfasis en los proce-
sos de apertura y cierre democrático en el nivel 
nacional. Para el cierre se abordarán aquellos 
que atienden el nivel subnacional y que impli-
can una mirada más profunda sobre el fenóme-
no de la violencia, el conflicto y la paz en la de-
mocracia colombiana durante el primer cuarto 
del siglo XXI.

Transformaciones en búsqueda 
de la apertura y consolidación 
democrática
El primer cuarto del siglo XXI en Colombia ha 
sido un periodo caracterizado por coyunturas 
críticas que han marcado contrastes en térmi-
nos de democracia, especialmente cuando se 
analizan los procesos de apertura y cierre. A nivel 
institucional, la consolidación de la democracia 
ha estado constantemente puesta a prueba por 
fenómenos como la captura del Estado por inte-
reses particulares, la corrupción y la débil capaci-

dad del Estado para garantizar derechos funda-
mentales. A pesar de estos retos, también se han 
presentado momentos de apertura, donde se 
han generado transformaciones políticas signi-
ficativas, impulsadas por la ciudadanía, la movi-
lización social y la implementación de acuerdos 
de paz. Estos procesos de apertura, sin embar-
go, han tenido un carácter desigual, siendo más 
evidentes en algunos sectores del país, mientras 
que en otros la violencia y la exclusión siguen 
siendo barreras para una democracia plena.

a. La cultura política: expresiones 
ciudadanas en búsqueda de la paz 
y apertura democrática

La participación ciudadana, las movilizacio-
nes sociales por la paz y las respuestas ins-
titucionales a las demandas de la población 
son algunos de los elementos que sugieren 
que experimentamos una transformación 
significativa en la cultura política (Rueda Ba-
rrera, 2015; Sánchez Cardona, 2011).

Una de las primeras expresiones de la cultura 
política en nuestro sistema político reciente 
fue la Séptima Papeleta, un movimiento es-
tudiantil que fue clave en la expedición de la 
Constitución de 1991 y que fue producto de 
la crisis política y social del momento. Des-
de mediados de los noventa, pero especial-
mente desde el comienzo del nuevo siglo, las 
movilizaciones por la paz reflejaron el deseo 
ciudadano de acabar con el conflicto armado 
y de construir una paz sostenible (García-Du-
rán, 2005) como lo expresó la “Gran Marcha 
del No Más” en 1999 (M. Romero, 2001). A estas 
movilizaciones se sumaron los movimientos 
de víctimas, que emergieron con fuerza en la 
primera década del siglo XXI, demandando 
verdad, justicia, reparación y garantía de no 
repetición. Estos movimientos, como el Mo-
vimiento Nacional de Víctimas de Crímenes 
de Estado (MOVICE) y las Madres de Soacha, 
han jugado un papel fundamental en visibi-
lizar las afectaciones del conflicto armado y 
en exigir políticas públicas que garanticen los 
derechos de las víctimas, influyendo así en la 
agenda política nacional (F. Romero, 2001).

El Plebiscito por la Paz de 2016 evidenció una 
profunda polarización en torno a la manera 
de gestionar el posacuerdo y los términos del 
acuerdo; el rechazo de este mecanismo obli-
gó a renegociar con el grupo armado. Otras 
expresiones de este cambio en la cultura po-
lítica, como la Consulta Anticorrupción de 
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2018, aunque no vinculante, reflejaron el des-
contento ciudadano con la corrupción, mien-
tras que el Paro Nacional de 2019 y 2021 evi-
denció la exigencia de demandas sociales y 
políticas estructurales (Tovar González, 2020).

En términos de participación ciudadana en 
un contexto de alta violencia, se observa que, 
para las elecciones presidenciales, la ciuda-
danía ha mostrado una tendencia creciente 
a participar (ver Gráfico 2). Durante los pri-
meros 25 años del siglo XXI, la participación 
electoral en Colombia para elecciones presi-
denciales se ha mantenido por encima del 
40% y desde 2014 se ha ido incrementando 
este porcentaje. Así mismo, las más recientes 
elecciones presidenciales de 2022 lograron 
niveles de participación similares a los de fi-
nales del siglo XX, cuando el conflicto armado 

se recrudecía producto del acuerdo de paz 
que se planteaba durante el gobierno de An-
drés Pastrana.

Estas transformaciones en la participación 
electoral son un indicador apropiado para 
medir las transformaciones en la cultura ciu-
dadana. Los datos revelan que, a pesar de 
que nuestra democracia sigue siendo impac-
tada por factores de violencia, la ciudadanía 
está cada vez más activa y se identifica con 
una cultura política representada por los lide-
razgos emergentes, a pesar de que la imagen 
de los partidos políticos tradicionales no me-
jora. No obstante, esta participación continúa 
siendo un fenómeno predominantemente 
urbano que opaca las realidades para ejercer 
los derechos políticos en las zonas rurales de 
Colombia.

Gráfico 2. Porcentaje de participación electoral en las elecciones presidenciales de Colombia 
(1998-2022)

Nota: en las fechas el 1 hace referencia a primera vuelta y el 2 a segunda vuelta. 
Los que no tienen es porque no hubo segunda vuelta. Fuente: elaboración propia 

a partir de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil y de la Misión de 
Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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b. Geopolítica: la política doméstica 
en función de la política 
internacional

La política doméstica colombiana del primer 
cuarto de siglo XXI ha sido influenciada por 
los cambios geopolíticos a nivel global, los 
cuales han moldeado tanto las estrategias de 
seguridad internacional como las dinámicas 
políticas internas.

El fin de la Guerra Fría marcó un punto de in-
flexión en la política internacional y, por ende, 
en Colombia (Dávila Ladrón de Guevara, 
2002; González Cepeda, 2017; 2022). La caída 
del bloque soviético reorientó la política ex-
terior de Estados Unidos hacia nuevas ame-
nazas como el narcotráfico y las insurgencias 
en América Latina. Este viraje de política in-
ternacional fortaleció la relación de Colom-
bia con Estados Unidos mediante progra-
mas como el Plan Colombia, enfocándose en 
combatir el narcotráfico y las guerrillas, pero 
también incrementando la militarización y la 
dependencia en cooperación estadouniden-
se (Tokatlian, 2001).

La guerra contra el terrorismo, declarada 
por Estados Unidos tras los atentados del 11 
de septiembre de 2001, impactó la forma en 
que Colombia abordó su conflicto armado, 
etiquetando a las guerrillas como terroris-
tas (González, 2014; Tickner, 2007; Tickner y 
Pardo, 2003). Este enfoque, alineado con la 
narrativa hegemónica, incrementó la ayuda 
militar de los Estado Unidos y consolidó una 
política de seguridad que, aunque debilitó 
a las guerrillas, generó controversias por las 
violaciones de derechos humanos que ge-
neró y, por el aparente fortalecimiento de los 
grupos paramilitares que auspició.

El giro a la izquierda en América Latina, a 
principios del siglo XXI, discurrió en acentua-
do contraste con lo ocurrido en Colombia, 
que se alineó como bastión del neoliberalis-
mo en la región y aliado estratégico de los 
Estados Unidos durante las dos presidencias 
de Álvaro Uribe Vélez (Paramio, 2006). Esta 
diferenciación generó tensiones diplomáti-
cas, especialmente con Venezuela, reflejadas 
en conflictos fronterizos y endurecimiento 
de políticas migratorias. Así mismo, en 2008 
el país enfrentó una crisis diplomática con 
Ecuador que diezmó el imaginario de “paí-
ses hermanos” (Ramírez Bonilla, 2010) tras la 
“Operación Fénix” que dio de baja al guerri-

llero de las FARC “Raúl Reyes” en la frontera 
con Ecuador; una operación donde aparen-
temente se violó la soberanía del vecino país.

El fin del giro a la izquierda en América Latina 
se hizo evidente con la crisis de Venezuela y 
con el pobre desempeño en materia de polí-
tica social de la mayoría de los gobiernos pro-
gresistas. Este evento impactó al país a raíz 
de la llegada masiva de migrantes, plantean-
do desafíos humanitarios y económicos, y fue 
usada políticamente para justificar enfoques 
de seguridad y defensa nacional, aludiendo 
a posibles amenazas de desestabilización re-
gional (López Díaz, 2019; Rodríguez Caro et 
al., 2019).

El giro a la derecha en América Latina, pues-
to en evidencia con la elección de gobiernos 
conservadores en países como Brasil y Chile, 
también impactó a Colombia (Monestier y 
Vommaro, 2021). El país se mantuvo en una 
política doméstica con tendencia hacia el 
conservadurismo y el fortalecimiento de una 
agenda de seguridad nacional (Luna y Rovira 
Kaltwasser, 2021). Este giro ha sido alimentado 
por narrativas que apelan a la lucha contra el 
socialismo y la defensa de valores tradiciona-
les, con el objetivo de contrarrestar cualquier 
intento de avance de la izquierda en el país.

Más recientemente, el auge de los neopopu-
lismos ha ido influenciando la política colom-
biana, donde distintos actores han adoptado 
discursos polarizadores y nacionalistas para 
movilizar a la ciudadanía en temas como la 
paz, la migración y el conflicto armado inter-
no (Díaz Escandón, 2023).

Estas coyunturas de la política internacional 
impactaron de manera desigual la política 
doméstica de Colombia. Mientras el giro a la 
izquierda latinoamericano no logró cautivar a 
la ciudadanía nacional, la elección del primer 
presidente abiertamente de izquierda demo-
crática no ocurrió sino hasta comienzos de la 
tercera década del siglo XXI. Por su parte, la 
política exterior con los Estados Unidos, que 
desde comienzo de siglo se marcó por una 
estrategia de respice polum (Bermúdez To-
rres, 2020) e intervención por invitación (Tic-
kner, 2007) ha incitado a la “estrella polar” a 
proveer recursos para financiar la guerra con-
tra el narco-terrorismo que ha afectado a Co-
lombia (Randall, 2017) y que a su vez explica 
parte de los altos niveles de violencia y con-
flicto que se han sostenido.
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Transformaciones institucionales 
y del sistema de partidos
Desde finales del siglo XX Colombia ha experi-
mentado transformaciones institucionales para 
robustecer la democracia en respuesta a la vio-
lencia multiforme.

La Constitución Política de 1991 fue el hito más 
importante, redefiniendo al país como un Es-
tado social de derecho y promoviendo la par-
ticipación ciudadana y protección de derechos. 
La nueva constitución impulsó la descentraliza-
ción política con la elección popular de gober-
nadores, la cual seguía la elección popular de 
alcaldes (1986), acercando el Estado a la ciuda-
danía y legitimando la toma de decisiones loca-
les. Sin embargo, estos cambios no evitaron la 
captura del poder regional por actores ilegales, 
los cuales continuaron afectando la gobernabi-
lidad del país. 

La Reforma Política de 2003 junto con la Refor-
ma Política de 2009 buscó mejorar la compe-
tencia electoral, fortalecer los partidos políticos, 
regular la financiación de campañas y comba-
tir la influencia de actores ilegales en la políti-
ca (Batlle y Puyana, 2013; Gutiérrez Sanín, 2007; 
Puyana, 2012). Si bien estos objetivos fueron 
pretenciosos, las reformas enfrentaron dificul-
tades en su aplicación y no lograron algunos de 
sus cometidos. La aprobación de la reelección 
presidencial tras la reforma de 2004 generó de-
bates sobre la concentración de poder y la se-
paración de poderes, creando tensiones sobre 
las ramas del poder público y cuestionando los 
límites del poder presidencial (Jaramillo, 2005; 
Vélez Gallego, 2017). 

Con el Acuerdo de Paz de 2016, se crearon las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz 
(CITREP) para dar representación política a re-
giones históricamente afectadas por el conflic-
to (Borja, 2017; Giraldo García y Soto Caballero, 
2019). No obstante, la violencia generada en el 
posacuerdo contra líderes sociales ha limitado 
su efectividad y ha replanteado interrogantes 
sobre la capacidad del Estado para garantizar 
condiciones seguras de competencia política 
en zonas periféricas. Finalmente, en línea con 
el Acuerdo de Paz con las Farc, el Consejo Na-
cional Electoral inició desde 2021 un reconoci-
miento de personería jurídica de partidos que 
otrora fueron organizaciones competitivas y 
que desaparecieron por causa de la violencia. 
Estos fallos judiciales, si bien pretenden ampliar 
la diversidad de actores políticos legales, plan-

tea desafíos a la representatividad y a la toma 
de decisiones por parte de las y los ciudadanos 
(Misión de Observación Electoral, 2024).

La descomposición de los partidos políticos es 
un proceso de alcance continental (Levitsky et 
al., 2016) e incluso global. En Colombia, la ato-
mización partidista ha sido rastreada hasta el 
frente nacional (Gutiérrez, 2007; Bejarano, 2011), 
cuando las reglas restrictivas del pacto trasla-
daron la competencia al interior de los parti-
dos. El proceso se intensificó con las reformas 
que promovieron la descentralización política y 
administrativa en la década de los 80 (Muñoz y 
Dargent, 2016; Albarracín et al., 2018), que die-
ron más autonomía a las organizaciones loca-
les y regionales que competían utilizando los 
membretes disponibles. Tras la constitución de 
1991, el crecimiento exponencial de las tercerías 
(Gutiérrez, 2007) promovería el aumento en el 
número de membretes y abriría la puerta a la 
transición que experimentaría el sistema de 
partidos a comienzos del nuevo siglo. El creci-
miento en el número de partidos corre en pa-
ralelo con la intensificación de la guerra en la 
década de los 90, lo que promovió la articula-
ción de poderes locales vinculados con actores 
ilegales en distintas zonas del país. 

Para 2003, la MOE reconocía la existencia de 74 
partidos con personería jurídica compitiendo 
en elecciones locales. Esta fragmentación, cla-
ramente asociada a los cambios institucionales 
y las dinámicas del conflicto motivó la refor-
ma electoral de 2003, cuyos propósitos fueron 
la reducción en el número de competidores y 
el fortalecimiento de los partidos (Rodríguez y 
Botero, 2006). Pese a que efectivamente se re-
dujo el número de personerías jurídicas reco-
nocidas, que pasó a 14 en las elecciones locales 
de 2007, la descomposición interna no pareció 
verse afectada por las nuevas condiciones de la 
competencia. Los partidos siguieron operando 
como confederaciones de organizaciones que 
compiten por votos, cuyo locus para la toma de 
decisiones se encuentra en las regiones (Gutié-
rrez, 2007; Pizarro, 2008; Muñoz y Dargent, 2016; 
Albarracín et al., 2018). Pese a que distintos par-
tidos se encuentran más o menos distribuidos 
por todo el territorio (Milanese, 2020; Milanese 
y Albarracín 2022), buena parte de las organi-
zaciones tienen relaciones estratégicas con los 
“membretes” y pueden cambiar con facilidad. 
Reformas adicionales a las reglas de la com-
petencia fueron aprobadas por el congreso en 
2009 y 2011. 
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El sistema de partidos opera como un sistema 
multinivel, en el que las condiciones de la com-
petencia y la agencia de políticos y electores 
pueden variar de un nivel a otro (Detterbeck, 
2012). Así, los factores y dinámicas que explican 
los resultados en las elecciones presidenciales 
resultan poco útiles para anticipar y leer los re-
sultados en los niveles departamental y local. 
Incluso conviene preguntarse, cómo se conec-
tan los niveles departamental y municipal y en 
qué medida la autonomía de las organizaciones 
municipales afecta la relación con los otrora to-
dopoderosos grupos o clanes departamentales 
(Sánchez, 2022).  

Paralelamente, el número de partidos con per-
sonería jurídica ha seguido creciendo en razón 
al uso estratégico de las coaliciones, el proceso 
de paz, sentencias de restitución de derechos, 
el estatuto de la oposición y la escisión de gru-
pos políticos. Así mismo, se han multiplicado 
los grupos significativos de ciudadanos, más de 
1200 en las pasadas elecciones locales, creados 
para competir sin utilizar membretes o simple-
mente evadir las reglas de la competencia que 
regulan el quehacer de las fuerzas con perso-
nería jurídica. La descomposición partidista ha 
sido descrita como una “erosión sin colapso” 
(Mainwaring, 2018) o un “colapso parcial” (Le-
vitsky et al., 2016).

Los partidos políticos cumplen, según Cyr, 4 
funciones principales en las democracias: re-
suelven problemas de coordinación entre po-
líticos, toman decisiones que se traducen en 
acciones de gobierno, agregan intereses (re-
presentan) e influyen en la opinión pública (Cyr, 
2017). La hiperfragmentación y la atomización 
dificultan dichos procesos y promueven formas 
de interacción entre políticos, y entre estos y los 
electores que debilitan la rendición de cuentas. 
La coordinación se dificulta a medida que el ni-
vel local se hace más autónomo (Arenas y bedo-
ya, 2022; Milanese 2020; Milanese y Albarracín 
2022) y se ha sugerido que esta pasa a depen-
der de acuerdos inestables entre jugadores de 
diferentes arenas (Sánchez, 2022).

La erosión del sistema de partidos hace que la 
construcción de decisiones colectivas se hace 
más difícil, como se evidencia en la compleja 
negociación de la agenda nacional en el con-
greso de la república (Salinas y Huertas, 2018). 
A medida que el partido y los membretes par-
tidistas pierden relevancia para orientar las de-
cisiones de los electores, particularmente en el 
nivel local, la capacidad del partido para orien-

tar al elector disminuye. Incluso el clientelismo 
se transforma en una forma de intermediación 
en la que hay poco espacio para la acción colec-
tiva y predominan bienes y servicios que satis-
facen necesidades individuales de corto plazo 
(Dávila y Delgado, 2002; Gutiérrez, 2007). 

En síntesis, la fragmentación y la atomización di-
ficultan la representación y hacen muy costosa 
tanto la coordinación horizontal entre políticos 
como la agregación, al tiempo que se promue-
ve una política centrada en la solución localizada 
de necesidades demandadas (Luna et al., 2021). 
El descontento se ha traducido en una percep-
ción de falta de transparencia y se asocia al he-
cho de que las y los colombianos consideren 
que la corrupción es el segundo problema más 
importante del país después del desempleo (IN-
VAMER, 2022). La corrupción ha motivado distin-
tas protestas públicas en lo corrido del siglo y en 
2018 se realizó una consulta anticorrupción que 
obtuvo más de 11 millones de votos.   

Durante la segunda década del siglo XXI se pro-
pusieron dos proyectos de reforma electoral 
adicionales, que no tuvieron éxito, pero perma-
necen como derroteros del debate: el proyec-
to de creación de un sistema mixto de la ONG 
Contrial y la propuesta de reforma integral de 
la Mesa Electoral Especial creada en el marco 
de las negociaciones de paz entre el gobierno 
y las FARC-EP. Ambos buscaron hacer frente a 
las dificultades que los partidos experimentan 
para garantizar la coordinación horizontal entre 
políticos y la rendición de cuentas entre estos y 
los electores. Ninguna de las dos encontró sufi-
ciente apoyo entre las fuerzas políticas o la opi-
nión pública.

Trayectorias y transformaciones 
del conflicto armado y sus 
agentes en el nivel nacional 
durante el primer cuarto del siglo 
XXI
El escenario que toma lugar en la sociedad co-
lombiana con el inicio del nuevo milenio es uno 
caracterizado por la ambigüedad en el curso 
del conflicto armado interno en el nivel nacio-
nal. Aunque la propuesta de paz del presidente 
electo en 1998, Andrés Pastrana, posicionaba en 
el horizonte del país una salida negociada a la 
violencia que se había gestado en el territorio 
nacional desde mitad del siglo XIX, paralela-
mente se intensificó el accionar violento de los 
actores armados. 
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Estos dos elementos, además tienen una corre-
lación como resultado del establecimiento de la 
zona de distensión en San Vicente del Caguán 
que fue instrumentalizada por la guerrilla de las 
FARC para consolidar corredores estratégicos 
alrededor de ella en el sur del país. Consecuen-
temente, el proyecto militar y político de las Au-
todefensas Unidas de Colombia (AUC) también 
se afianzaría especialmente en la Costa Caribe, 
región a partir de la cual se expandirían hacia 
el interior del país implicando la multiplicación 
de las acciones contra civiles en el marco de su 
estrategia contrainsurgente (Gonzáles, 2014). 

Este panorama de violencia en los dos últimos 
años de la década de los 90´s y los primeros 
años del siglo XXI, se puede leer en clave de 
un contexto más amplio de incremento en la 
victimización de la población civil, pues como 
señala la Comisión de la Verdad (2022) entre 
1991 y 2002 se registraron las cifras más altas de 
desplazamiento en el país. El número de casos 
asciende a 3.000.000, lo que quiere decir que 
aproximadamente el 40% del total de desplaza-
mientos hasta mayo de 2022 ocurrieron en esa 
ventana temporal. Durante el segundo año del 
gobierno de Andrés Pastrana se registraron al-
rededor de 300.000 desplazamientos, cifra que 
sería duplicada el siguiente año para que ya en 
2002, el último de su gobierno, se disparara este 
fenómeno a su mayor pico en la historia con un 
número que ronda los 800.000 casos de des-
plazamiento forzado. 

En los noventa, los grupos armados como las 
FARC, a partir de la séptima y octava conferen-
cia (Verdad Abierta, 2012; Comisión de la Ver-
dad, 2022), el ELN con la Reunión Nacional de 
Héroes y Mártires de Anorí de 1983 (Echandía 
Castilla, 2006) y las AUC, con su fundación en 
1997, apostaban por proyectos maximalistas de 
expansión en el territorio desembocando en 
una tragedia humanitaria. Conviene destacar 
cómo, desde la puesta en marcha del proyec-
to confederado paramilitar encabezado por la 
casa Castaño en 1997, se registró un aumento 
en el número de masacres cometidas en el te-
rritorio. Sólo en el periodo comprendido entre 
1998 y 2002 se destaca como aquel en el que 
más de estos hechos se dieron, con 1603 casos, 
de 4324 registrados entre 1958 y 2019, de acuer-
do con cifras del Centro Nacional de Memoria 
Histórica (s.f.). Así, fue durante el gobierno de 
Pastrana que se produjeron el 37% de las ma-
sacres registradas en el consolidado histórico 
mencionado, siendo responsable de estas en 
un 71% grupos paramilitares. 

La guerra se expandió además a entornos urba-
nos. En el caso de Cali, por ejemplo, hacia fina-
les de los años noventa e inicios de los 2000 la 
presencia de actores como las FARC y el ELN en 
el Parque Nacional Natural los Farallones asen-
tó una nueva etapa de la violencia en el Valle del 
Cauca (CNMH, 2018). Esa presencia, a su vez se 
tradujo en que los hechos victimizantes como 
los secuestros masivos afectarán de manera di-
recta a los pobladores de las ciudades como se 
dio en el caso del secuestro en la Iglesia La Ma-
ría en 1999, el del kilómetro 18 de la vía Cali-Bue-
naventura en el 2000 y el de los diputados de la 
Asamblea del Valle del Cauca en 2002 (Rubio, 
2024). 

Una situación similar ocurrió en el caso de los 
paramilitares, que también se posicionó en con-
textos urbanos. Así ocurrió en el caso de Bloque 
Cacique Nutibara de las AUC, que operó en la 
ciudad de Medellín. De acuerdo con Gutiérrez 
Sanín y Jaramillo (2004) se dio un proceso de 
centralización y cooptación de la criminalidad 
común encarnadas por las oficinas de sicarios 
como La Terraza, por parte del paramilitarismo, 
lo que sería denominado por los autores como 
politización del crimen. 

Para Gutiérrez Sanín y Jaramillo (2004) el punto 
culmine de cristalización de esta convergencia 
entre violencia criminal y violencia política fue 
la designación de uno de los líderes de las ofici-
nas en Medellín como comandante del Bloque 
Cacique Nutibara, este es, Adolfo Paz alias Don 
Berna. Sin embargo, esta situación también 
revelaría los problemas de coordinación exis-
tentes al interior de las AUC, pues hacía 2003 
el comandante del Bloque Metro alias Doble 
Cero, que también tenía presencia en la ciudad 
de Medellín, lideró una guerra contra Paz y su 
bloque ya que consideraba que el narcotráfico 
había cooptado el proyecto paramilitar (Gutié-
rrez Sanín y Jaramillo, 2004). 

La consecuencia de esta nueva lógica territorial 
del conflicto que situaba a los actores armados 
en contextos urbanos fue la construcción del 
imaginario colectivo de que la guerra entre las 
guerrillas, los paramilitares y el Estado ya no 
era algo exclusivo de las regiones periféricas. 
Son precisamente estas circunstancias las que 
construirían un clima favorable para la adop-
ción de la vía militar, lo que se vería reflejado 
en las elecciones presidenciales de 2002 en las 
que la propuesta de Álvaro Uribe Vélez ganaría 
el voto de las y los colombianos. 
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Tal vez uno de los mayores indicios que daban 
cuenta de que el objetivo de las FARC estable-
cido en la séptima conferencia de tomarse el 
poder nacional se encontraba cerca de su com-
pleción, fue la presencia que establecieron en 
la cordillera oriental con miras a atacar Bogo-
tá (Comisión de la Verdad, 2022). Un aconteci-
miento que simbólicamente tuvo mucho peso 
en el marco de esta estrategia fue el atentado 
a la Casa de Nariño en agosto de 2002 durante 
la posesión de Álvaro Uribe. En este atentado el 
Frente Urbano Antonio Nariño de las FARC lan-
zó 14 proyectiles conocidos como rockets que 
impactaron en diferentes zonas del centro de la 
ciudad, dejando como consecuencia la muer-
te de más de una decena de personas (Ortiz, 
2024). 

Una vez Uribe fue elegido se propuso la recu-
peración militar del territorio a través de dos es-
trategias: la profundización de la guerra contra 
las guerrillas y la desmovilización de los para-
militares mediante unas negociaciones que se 
tornaron polémicas y cuyos resultados fueron 
inciertos y disimiles en los niveles subnaciona-
les. En este orden de ideas la administración de 
Uribe adelantó la mayor ofensiva política, mi-
litar y jurídica en la historia colombiana frente 
a los actores armados, dando como resultado 
el decrecimiento en sus capacidades bélicas 
(González, 2014). 

Es importante hacer la salvedad de que, a pe-
sar de todo este despliegue, el Estado no con-
siguió asestar un golpe final que erradicara el 
fenómeno de la guerra insurgente en el terri-
torio nacional. En el caso de las FARC, estas se 
replegaron a sus tradicionales zonas de refugio, 
así como de igual forma se expandió hacia terri-
torios de frontera agrícola cercanos a Ecuador, 
Brasil y Perú (González, 2014). En cuanto a los 
grupos paramilitares, se estableció el Acuerdo 
de Santa Fe de Ralito en Tierralta, Córdoba, en el 
que jefes paramilitares del Estado Mayor de las 
AUC se comprometieron a un desarme por eta-
pas que culminaría en diciembre del año 2005 
y que tendría como resultado las desmoviliza-
ciones colectivas de los bloques regionales que 
tomaron lugar durante el año 2006 (Comisión 
de la Verdad, 2022). 

Respecto a ese proceso de desarticulación de 
las estructuras paramilitares acogidas bajo el 
mando de las AUC, se diseñó un sistema de jus-
ticia transicional enmarcado en La ley 975 de 
2005 o ley de Justicia y Paz. Este fue un marco 
jurídico especial promovido por la administra-

ción de Uribe a raíz de los acuerdos estableci-
dos en Santa Fe de Ralito. Esta ley contempló 
de igual forma la desmovilización de miembros 
de otros grupos armados, como guerrillas, pues 
a grandes rasgos su objetivo era el de facilitar 
“los procesos de paz y la reincorporación […] a 
la vida civil de miembros de grupos armados 
al margen de la ley, garantizando los derechos 
de las víctimas a la verdad, la justicia y la repa-
ración” (Ministerio de Justicia y Derecho, 2015).  
Así, mientras por un lado tal proceso permitió 
la imputación de delitos y la aplicación de cas-
tigos tanto individuales como colectivos a los 
perpetradores, por otro lado, puso en marcha 
mecanismos para la reparación material y sim-
bólica de las víctimas (CNMH, 2012). 

Ahora bien, en la labor adelantada por los juz-
gados de Justicia y Paz a partir de las versiones 
libres de los comandantes de las estructuras 
de las AUC se hizo visible a la luz de la sociedad 
colombiana la inserción que tuvo el paramili-
tarismo en la política local, regional, e inclusive 
en algunos ámbitos del nivel nacional, lo que 
desembocaría en el escándalo que tomaría el 
nombre de parapolítica. Esta nueva fase de la 
interacción entre actores ilegales con miem-
bros de la clase política y funcionarios estatales 
cobró especial interés para las ciencias sociales 
a partir de trabajos como los de Luis Jorge Ga-
ray Salamanca (2008) y Claudia López (2010). 

La hipótesis que sostiene López (2010) se orien-
ta a demostrar que durante el periodo com-
prendido entre 1990 y 2009 una tercera parte 
de los cargos públicos en las ramas ejecutiva 
y legislativa tanto en los niveles subnaciona-
les como en el nacional fueron capturados por 
organizaciones mafiosas. En este sentido, se 
abrió paso a la conformación de nuevas elites 
económicas y políticas que reconfiguraron el 
mapa político de Colombia. La documentación 
presentada en la investigación constituye una 
abrumadora evidencia de la magnitud del fe-
nómeno de la presencia de actores ilegales en 
la vida pública. Esta pone de manifiesto que en 
2002 los congresistas que fueron electos con el 
apoyo del paramilitarismo obtuvieron más de 
dos millones de votos, o el 25% de la votación a 
cargos legislativos y 34% de las curules disponi-
bles en la corporación. 

Además, uno de los resultados más interesan-
tes de la investigación de López (2010) es que 
sustenta cómo además este fenómeno se ma-
nifestó de manera más potente dentro del cír-
culo partidista del presidente Uribe. En térmi-
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nos de cifras, se arguye que ocho de cada diez 
de los senadores con vínculos establecidos con 
paramilitares formaban parte de la coalición 
uribista. A manera de contraste se evidencia 
también como las guerrillas tendieron a tener 
dominio preferentemente en los niveles locales, 
estando la relación con las instituciones públi-
cas mediada por el saboteo de las elecciones 
más que por la coacción a la población en el 
ejercicio del voto. Esto es, no existió de manera 
generalizada un fenómeno de corte similar a la 
parapolítica de parte de las guerrillas como las 
FARC o el ELN. Desde un punto de vista cuan-
titativo, de los congresistas investigados por re-
cibir apoyo de algún actor armado ilegal el 96% 
fue por parte del paramilitarismo. 

Teóricamente, estos datos son interpretados a 
la luz de las ideas planteadas por Garay Sala-
manca (2008) sobre la captura y reconfigura-
ción cooptada del Estado. Tales nociones par-
ten del concepto clásico de captura del Estado, 
que alude al modo en que es ajustada la inter-
vención reguladora del Estado para el benefi-
cio económico de algunos grupos e individuos 
particulares, que no necesariamente hacen 
ejercen actividades ilegales. Así, Garay aplica 
esté marco teórico para explicar la instrumen-
talización de los aparatos estatales por parte de 
actores ilegales en pro de sus objetivos como 
organizaciones militares. 

La convergencia entre los datos empíricos y las 
perspectivas teóricas de Garay, llevan a López 
(2018) a analizar el origen y trayectorias de los 
congresistas investigados por parapolítica, de-
mostrando que la mayoría de ellos provenía de 
las dinámicas políticas ligadas tradicionalmente 
al bipartidismo. Esto implicó que no asumieron 
necesariamente nuevos métodos de interme-
diación, sino que de algún modo insertaron a 
sus socios ilegales en las dinámicas políticas 
previas, como aquellas vinculadas al clientelis-
mo. Esta misma idea también es de algún modo 
desarrollada por Ocampo (2014) para el caso de 
Córdoba y por Gutiérrez (2019) en una perspecti-
va más amplia sobre el paramilitarismo. 

La relación, sin embargo, nunca se tradujo en 
altos niveles de coordinación. Los congresistas 
apoyados por paramilitares nunca actuaron 
como bancada en miras a un proyecto político 
en común. Lo que si fue evidente fue su irres-
tricto apoyo a los proyectos de reforma pro-
puestos por el gobierno nacional como el de la 
reelección presidencial y el régimen de justicia 
transicional (López, 2010). 

Conviene aclarar que las dinámicas de recon-
figuración del Estado dadas en el marco de la 
apuesta parapolítica fueron constantemente 
frenadas por la Corte Suprema de Justicia y la 
Corte Constitucional. Esto es, en un panorama 
más amplio, el Estado en su nivel central fue ca-
paz de hacer frente por la vía militar a la ame-
naza cada vez más grande de toma del poder 
nacional por parte de las FARC y paralelamente 
frente a la toma del poder legislativo por parte 
de grupos paramilitares. En todo caso, lo que 
demostrarían estas nuevas dinámicas esta-
tales frente a los escenarios del conflicto es la 
contención de la amenaza en el nivel nacional. 
Esta tendencia habría de continuar con las ne-
gociaciones que posteriormente adelantaría la 
administración de Juan Manuel Santos con las 
FARC. Por supuesto, en el nivel subnacional es-
tos resultados son más disimiles y varían regio-
nalmente, pero en este apartado el énfasis está 
puesto en el poder central del Estado. 

Ahora, los resultados del proceso de paz con 
los paramilitares no tuvieron tal alcance para 
erradicar el problema de raíz. A diferencia de las 
FARC, que era una estructura militar centraliza-
da y altamente jerarquizada, las AUC eran más 
bien una confederación de diferentes expresio-
nes regionales del paramilitarismo. De acuerdo 
con Gutiérrez Sanín y Jaramillo (2004) existía 
una desarticulación entre diferentes bloques 
de las AUC que se manifestó de manera predo-
minante durante el periodo de desmovilización, 
marcándose una división entre bloques con 
una orientación hacia las economías ilegales y 
la criminalidad y aquellos que alegaban tener 
un componente más político.

Fue precisamente esta heterogeneidad interna 
la que condujo de algún modo a que los instru-
mentos jurídicos de la Ley de Justicia y Paz no 
pudiesen satisfacer de manera plena las expec-
tativas de las distintas inclinaciones al interior 
de la organización. De igual forma, la reformula-
ción del marco jurídico por la intervención de la 
Corte Suprema de Justicia generó incertidum-
bre en algunos de los mayores mandos, en es-
pecial por temas como la extradición. 

Estas circunstancias llevarían a que, hacia el 
2007 se iniciara un proceso de rearme parami-
litar, el cual se aceleraría en el curso del 2008 y 
el 2009. Esta situación generó un fuerte debate 
frente a la manera de caracterizar estas nuevas 
agrupaciones. Para la administración de Uribe, 
dichas organizaciones post desmovilización eti-
quetadas como Bandas Criminales o Bacrim no 
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podían ser consideradas como paramilitares, 
en la medida en que se encontraban principal-
mente al servicio del narcotráfico y carecían de 
un componente contrainsurgente.

El argumento estatal era cuestionable pues la 
relación entre el narcotráfico y el paramilita-
rismo siempre estuvo presente en sus dinámi-
cas internas, como lo afirman Gutiérrez y Ba-
rón (2006). Es precisamente esta acotación, así 
como la continuidad de la violencia en aquellas 
áreas que tradicionalmente eran de dominio 
paramilitar como Urabá y Córdoba la que lleva 
a algunos actores de la sociedad civil a cuestio-
narse si las Bacrim se trataban de la expresión 
de una tercera generación paramilitar, así como 
cuáles podían ser las rupturas y continuidades 
respecto a sus predecesores que se acogieron a 
Justicia y Paz.

El fenómeno de recomposición del parami-
litarismo fue señalado en diversos informes 
oficiales como los de la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación (CNRR) (2007) y el 
de Ávila y Núñez (2008). Sólo durante el primer 
trimestre de 2006 se registraron alrededor de 
22 estructuras armadas que derivaron bien sea 
de procesos de reagrupamiento de paramilita-
res desmovilizados, así como de la persistencia 
de reductos paramilitares que no hicieron parte 
del proceso de paz, esto es, las disidencias. De 
igual manera, se constató la aparición y conso-
lidación de nuevos aparatos de seguridad pri-
vada al servicio de narcotraficantes como fue 
caso de Los machos y Los rastrojos en el Valle 
del Cauca tras la desmovilización del Bloque 
Calima de las AUC (Rubio, 2024). 

Es importante aclarar que la reconfiguración 
del paramilitarismo por supuesto estuvo sujeta 
a variaciones regionales, que dependen prin-
cipalmente, como señala Gonzales (2014), de 
la influencia que había tenido previamente las 
AUC en los territorios. Así, zonas como Tierralta, 
Montes de María, Montelíbano, Palmito, Maja-
gual y Guaranda, Puerto Gaitán, Buenaventura, 
Florida, Pradera, Tumaco y Llorente sufrieron 
mayor afectación de tal proceso. Asimismo, ha-
cía mediados del 2007, se hizo evidente como 
este escenario de rearme paramilitar coincidía 
con aquellas regiones con mayor presencia de 
cultivos ilícitos y en 2008 el foco estuvo puesto 
en su ampliación al Caribe colombiano, como 
resultado del traslado de los laboratorios de 
procesamiento de pasta básica de coca a esta 
región y así facilitar su exportación por el mar 
Caribe o la frontera con Venezuela. 

En todo caso, lo que indican estos hechos es 
cómo el Estado central en cabeza de Álvaro 
Uribe a través del acuerdo de paz con las AUC 
rompió la articulación que existía entre los di-
ferentes bloques regionales de dicha organiza-
ción, lo que, si bien no implicó la erradicación 
de este fenómeno, si disipo el alcance nacional 
que tenía este proyecto militar y político. Se tra-
ta pues de un primer escenario de atomización 
de los actores en el marco del conflicto armado 
en el siglo XXI. Esto se vio reflejado en la geogra-
fía del tráfico de drogas, pues el corredor que 
atravesaba casi de manera horizontal al país ha-
bía perdido contigüidad geográfica, fragmen-
tándose y llevando a la disputa de los grupos 
armados por el control sobre diferentes tramos. 

Con el fin del gobierno de Álvaro Uribe y la elec-
ción de Juan Manuel Santos como nuevo presi-
dente en 2010, quién en principio hacia parte de 
las huestes partidistas de Uribe, se establecía 
un ambiente político que no permitía esperar 
cambios significativos en materia de las aproxi-
maciones por parte del Estado para darle solu-
ción a la guerra en Colombia. Las FARC, aunque 
replegadas en sus zonas de refugio, continua-
ban adelantando ataques esporádicos en los 
territorios; la fuerza pública aún se movilizaba 
en torno a la idea de la recuperación del con-
trol pleno sobre el territorio y la presencia de las 
nuevas formas de paramilitarismo o bandas cri-
minales en antiguas zonas de influencia de las 
AUC no daban un atisbo de una posible salida 
negociada. De hecho, el país experimentaba un 
incremento de acciones ofensivas entre 2008 
y 2011, pasando de 200 en 2008 a 479 durante 
2011 (González, 2014). 

Aun cuando el Estado colombiano era incapaz 
de asestar ese golpe definitivo a las FARC, esto 
no significó la recuperación de la iniciativa mili-
tar de este grupo armado durante el primer go-
bierno de Santos. El aumento en el número de 
ataques no es un indicador del todo diciente, 
pues como afirma Gonzáles (2014) la mayoría 
de estos eran de carácter defensivo. En el otro 
extremo, las Bacrim seguían haciendo presen-
cia en 219 municipios principalmente de la cos-
ta Caribe en departamentos como Córdoba, la 
costa pacífica en el andén nariñense, Antioquia 
y parte del Valle del Cauca. 

Estos nuevos escenarios del conflicto hacían 
que la posibilidad de un eventual proceso de 
paz mermara. Ariel Ávila (como se citó en Gon-
zález, 2014) sostiene que la estrategia de Uribe 
consistió en presionar a las FARC hacía zonas 
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más selváticas y montañosas como las de la Ori-
noquia, la Amazonia, el Huila y Cauca. El resulta-
do no previsto de ello fue el fortalecimiento en 
territorios como Caquetá, Meta y Arauca, dónde 
históricamente la presencia del Estado ha sido 
marginal y donde, por lo tanto, la fuerza pública 
era incapaz de asegurar un control de manera 
permanente. A pesar de ello, el mal momento 
político que estaba pasando las FARC era evi-
dente y con la llegada de Rodrigo Londoño alias 
Timochenko, a la comandancia, la organización 
se inclinaría a buscar interlocución directa con 
el presidente Santos. 

Es en este contexto que, en contraste con el 
esquema belicista de Uribe, los dos gobiernos 
de Juan Manuel Santos reflejaron una posición 
de reconocimiento del conflicto armado. Como 
resultado de ello, el entonces presidente ade-
lantó esfuerzos para la promulgación de leyes 
sobre las víctimas, y buscó una solución nego-
ciada al conflicto (González, 2014). Este proceso, 
no exento de dificultades, condujo en 2016 al 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflic-
to y la Construcción de una Paz Estable y Du-
radera. Con este, las FARC entregó las armas y 
se apeló a los motivos estructurales del surgi-
miento del conflicto, como aquellos relaciona-
dos con cuestiones agrarias y de participación 
política (Presidencia de la República, 2018a).  

Con la firma del Acuerdo de Paz con las FARC 
se logró la desmovilización de 13.609 excom-
batientes, entregando 8.894 armas (Comisión 
de la Verdad, s.f.). No obstante, diferentes sec-
tores al interior de la organización se apartaron 
del proceso, conformando disidencias. Dentro 
de los elementos incidentes considerados por 
Fundación Ideas para la Paz (2018), se encuen-
tran la oposición al Programa Nacional de Sus-
titución de Cultivos de Uso Ilícito, atrasos en la 

implementación del acuerdo y las faltas de ga-
rantías de seguridad. Así pues, actualmente el 
panorama del conflicto armado interno en Co-
lombia se encuentra marcado por la confluen-
cia entre bandas criminales como vestigios de 
las agrupaciones paramilitares- donde el Clan 
de Golfo tiene centralidad-; la operación de di-
sidencias de una de las guerrillas más longevas 
de América Latina; y la continuidad de actores 
como el ELN. En este orden de ideas, con la fir-
ma del acuerdo de paz con las FARC se da un 
segundo proceso de atomización durante este 
primer cuarto del siglo XXI de los actores arma-
dos del conflicto. 

A pesar de los logros alcanzados con el Acuerdo 
Final, el contexto del posacuerdo no fue favora-
ble para su puesta en marcha. La propuesta del 
nuevo presidente electo en 2018, Iván Duque, 
enmarcada en su política de seguridad “Paz 
con Legalidad”, desconocía la legitimidad de 
algunos puntos del acuerdo, en especial aque-
llos vinculados con los derechos políticos otor-
gados a ex integrantes de las FARC, así como al 
funcionamiento de la Jurisdicción Especial para 
la Paz (Presidencia de la República, 2018b). En 
términos de cifras y en clave comparativa con 
el gobierno de Gustavo Petro -quién ha ma-
nejado un discurso que se posiciona en favor 
de la implementación del acuerdo de paz con 
las FARC- se puede evidenciar que durante los 
dos primeros años de gobierno de Duque fue-
ron asesinados más firmantes del acuerdo que 
durante los dos primeros años de la adminis-
tración Petro (Indepaz, s.f.) (ver Gráfico 3).  Este 
dato es pertinente pues se vincula a la negativa 
del presidente Duque de dar prioridad a la im-
plementación del acuerdo, y facilitar la reincor-
poración de excombatientes a la vida civil.
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Gráfico 3. Comparación del número de asesinatos a firmantes del Acuerdo de Paz de 2016 en-
tre los dos primeros años de la administración de Iván Duque y los de Gustavo Petro.

Fuente: Indepaz, s.f.

La posición del actual presidente Gustavo Pe-
tro, se establece en la política de Paz Total, la 
cual reconoce las disposiciones enmarcadas en 
el acuerdo de paz de 2016, a la vez que propo-
ne la finalización del conflicto mediante la ne-
gociación con grupos armados que no se han 
acogido a procesos anteriores. Dentro de las 
agrupaciones con las que se han establecido 
mesas de conversación se encuentran el Ejér-
cito de Liberación Nacional (ELN)-con el que 
se rompió el diálogo en septiembre de 2024-, 
la Segunda Marquetalia y las disidencias de las 
antiguas FARC-EP (Centro de Memoria, Paz y 
Reconciliación, s.f.).  Sin embargo, los resultados 
a largo y mediano plazo de tal propuesta aún 
son inciertos, así como el impacto que pueda 
llegar a tener en el panorama del conflicto. 

Así pues, realizado un balance general del re-
corrido histórico sobre el conflicto armado in-
terno en Colombia, así como de las respuestas 
estatales a éste durante el primer cuarto del 
siglo XXI, se pueden realizar algunas observa-
ciones generales e inferencias con base en la 
información presentada. Desde un punto de 
vista comparativo es correcto establecer que 
durante el periodo de estudio hubo un proceso 
de mediano plazo en el que se logró contener 
el alcance del conflicto en el territorio respecto 
al escenario que se estableció durante el final 
del siglo anterior. Es decir, hacía finales de los 

noventa se habían consolidado dos grandes es-
tructuras que ponían en tela de juicio la capaci-
dad estatal de respuesta, ya no sólo en aquellos 
territorios donde los procesos de construcción 
de Estado no se habían configurado en su tota-
lidad, sino también en aquellos más integrados 
a la nación, lo que estaba en juego era el Estado 
central mismo, el poder nacional y sus diferen-
tes instituciones. 

A pesar de lo latente que se hizo ese riesgo de 
toma del poder por parte de grupos guerrille-
ros, así como el horror que causó en la sociedad 
colombiana los procesos de cooptación del le-
gislativo nacional por parte del proyecto políti-
co paramilitar, las instituciones estatales tuvie-
ron la capacidad de afrontar ambos frentes en 
el nivel nacional. Por un lado, la desmovilización 
de las AUC desarticuló el alcance nacional del 
paramilitarismo y lo relegó a expresiones regio-
nales que en casos como el del Valle del Cau-
ca se encuentran estrechamente vinculadas al 
narcotráfico. Por otro lado, la ofensiva militar 
adelantada por Uribe en contra de las FARC fre-
nó su expansión y el acercamiento progresivo al 
centro político del país, y posteriormente con el 
Acuerdo de Paz de la administración de Santos 
se desestructuró a la organización como apues-
ta política y militar con injerencia en el ámbito 
nacional. 
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Los dos procesos de paz jugaron un papel im-
portante para eliminar el riesgo del conflicto en 
el nivel nacional, derivando en una atomización 
de los actores armados en el territorio lo que, 
por supuesto, representa dificultades para ha-
cer frente a la violencia de manera más efecti-
va por parte del Estado. Respecto a esto último, 
también se hace necesario preguntarse enton-
ces cómo se traduce esta fragmentación de las 
estructuras armadas en los ejercicios de vio-
lencia. Esta es una pregunta que se encuentra 
además estrechamente relacionada con el aná-
lisis de la calidad de la democracia en Colom-
bia, entendiendo que una democracia plena 
sólo será posible en la medida en que el Estado 
sea capaz de garantizar los derechos y liberta-
des de toda la ciudadanía, con especial énfasis 
en aquellas que atañen al tema de la represen-
tación política. 

La Misión de Observación Electoral (MOE) 
(2023), en su ejercicio periódico de construcción 
de Mapas y Factores de Riesgo Electoral, pre-
senta un consolidado de riesgo debido a facto-

res de violencia. El ejercicio consiste en analizar 
el impacto de la violencia en las elecciones ca-
tegorizando riesgos en los municipios del país 
de acuerdo con la presencia e intensidad de 
acciones violentas de actores armados. Entre 
aquellos hechos victimizantes tenidos en cuen-
ta para la construcción del dato se encuentran 
las afectaciones masivas a la movilidad huma-
na (desplazamiento forzado), violaciones a la li-
bertad de prensa y violencia contra liderazgos. 
Según estos datos, en gran parte de este pri-
mer cuarto de siglo se observa una tendencia 
a la disminución en el número de municipios 
a nivel nacional catalogados en alto y extremo 
riesgo electoral por factores violencia (Gráfico 
4). Sin embargo, en lo que va corrido del gobier-
no de Gustavo Petro ha aumentado de manera 
preocupante el número de municipios en ries-
go extremo durante las elecciones legislativas 
de 2022 y las locales y regionales de 2023. Esto 
podría ser un indicador de un deterioro en el es-
tado de seguridad del país y las debilidades de 
la política de paz total. 

Gráfico 4. Histórico de niveles de riesgo por factores consolidados de violencia

Fuente: elaborado a partir de datos de 
la Misión de Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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Lo que este dato pareciera indicar al menos 
hasta 2019, de manera consistente, es cómo la 
atomización de los actores del conflicto arma-
do ha implicado una suerte de criminalización 
de la violencia política frente a la carencia de 
grandes apuestas políticas de alcance nacional. 
Esto es, al disminuir progresivamente el tipo de 
violencia ejercida por los grupos armados ilega-
les que puedan tener injerencia sobre aspec-
tos electorales a nivel nacional, y por lo tanto el 
riesgo que sufren los municipios en el territorio, 
pareciera que abre un escenario favorable hacía 
una mayor apertura democrática. No obstante, 
la inclinación de los datos durante el gobierno 
Petro demuestra resultados negativos respecto 
a la tendencia general que se había presentado 
durante el periodo de estudio.  Por supuesto, en 
los niveles subnacionales se pueden presentar 
variaciones regionales de mayor o menor vio-
lencia, así como de riesgo electoral. Sin embar-
go, visto desde un punto de vista más amplio 
se puede observar una orientación, que, si bien 
no permite llegar a conclusiones contrastables, 
permite sugerir que las condiciones del conflicto 
han evolucionado de tal forma que suponen una 
mejoría en la calidad democrática en el país.

1. Violencia, democracia y política en 
el nivel subnacional

El siglo XXI en Colombia da inicio con la urgencia 
de hacer frente a dos legados de la década ante-
rior. Por un lado, el Estado y la sociedad enfrentan 
la transformación del conflicto armado interno, 
cuyo saldo es el crecimiento de organizaciones ar-
madas con apuestas políticas ambiciosas, sopor-
tadas por su creciente, aunque disímil, participa-
ción en la producción y el tráfico de cocaína. Por 
otro lado, la capacidad de respuesta institucional 
y social se ve afectada por la progresiva fragmen-
tación y atomización política que tuvo lugar en el 
marco de las trasformaciones institucionales de 
las dos últimas décadas, que buscaron abrir la 
competencia y profundizar la democracia. 

Ambos procesos producirán efectos sobre el fun-
cionamiento de la democracia en el nivel subna-
cional que en algunos casos pueden leerse como 
verdaderos cierres democráticos. Las trayectorias 
de estos cierres son, sin embargo, muy disímiles.  
A  manera de ejemplo pueden señalarse como, 
mientras en Córdoba un actor armado optó por 
competir contra la clase política y convertir sus 
zonas de influencia en bastiones electorales (Ace-
moglu et al., 2013; Ocampo, 2014), en Putumayo 
los niveles de violencia política parecen mante-
nerse constantes en un departamento en el que 

la economía cocalera genera las condiciones so-
ciológicas para la formación del Estado (Torres, 
2011; Revelo y García, 2018), al tiempo que en el 
Huila el sistema de partidos pareció experimen-
tar un congelamiento sin parangón, que creemos 
vinculado a las particulares dinámicas de la gue-
rra en el departamento (MOE, 2011). Los casos sólo 
ilustran las diferencias que podían existir entre 
distintos contextos, cuya explicación plantea un 
reto a las ciencias sociales en Colombia. 

En el corto plazo, Durán explica que estas diferen-
cias son el resultado de la interacción localizada 
entre aparatos de seguridad del Estado y actores 
armados, las condiciones en que se desarrolla la 
competencia criminal y el tipo de coerción (Du-
rán; 2022). Los cierres democráticos no sólo son 
producto del establecimiento de acuerdos loca-
les de poder entre el Estado, las comunidades 
y los actores armados para la regulación de las 
prácticas sociales (Arjona, 2014), sino de la forma 
en que el Estado moldea el crimen en el territorio 
(Durán, 2022).

En el nivel subnacional, la coyuntura se caracteri-
za por la convergencia de procesos con tempora-
lidades distintas. El neoliberalismo y la descentra-
lización ofrecieron la oportunidad a élites ilegales 
de participar en la contratación y prestación de 
servicios en el nivel local (Eaton, 2019). La frag-
mentación y atomización de los partidos políticos 
aumentó la autonomía de los operadores locales, 
al tiempo que la descomposición de los carteles 
dio lugar a un recurrente ciclo de crecimiento y 
eclosión de organizaciones regionales que asu-
mieron distintas actividades del negocio de las 
drogas. Este proceso limitó la cohesión estatal y 
propició la colusión localizada entre legales e ile-
gales, al tiempo que empoderó a élites locales en 
complejos procesos de intermediación que están 
siendo estudiados para comprender sus dinámi-
cas y su relación con las prácticas democráticas 
(Dunning, 2011; Steele, 2011; Arjona, 2014), la mag-
nitud y la intensidad de la violencia (Durán, 2022) 
y la construcción de Estado, legitimidad y gober-
nabilidad. Conceptos como el de Oligopolios de la 
Coerción (Duncan, 2014), Presencia Diferenciada 
(González, 2016) o Gobierno Indirecto (Gutiérrez, 
2019) han sido desarrollados para exponer la in-
teracción de actores legales e ilegales en la cons-
trucción de la gobernanza local que produce es-
tos fenómenos, mientras que trabajos como los 
de Revelo y García (2018) y, especialmente, Arjona 
(2014) construyen tipologías e intentan modelar 
los contextos donde operan los agentes.

Si bien en el nuevo siglo continuó el fortalecimien-
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to que el aparato represivo experimentaba desde 
la década de los noventa, sus efectos deben leerse 
en clave subnacional. La modernización disconti-
nua de las fuerzas de seguridad (Durán, 2022), el 
fortalecimiento del poder judicial que propició la 
constitución del 91 y el Plan Colombia conjuraron 
la amenaza a la legitimidad y la capacidad del Es-
tado en el nivel nacional, pero produjeron resulta-
dos diversos a nivel regional y local.

La parapolítica, demostró la capacidad de la insti-
tucionalidad para visibilizar y combatir el intento 
de los paramilitares por establecerse como inter-
mediarios entre el nivel nacional y las regiones 
bajo su control. El proceso de Paz con los para-
militares, por su parte, produjo la desmovilización 
de miles de combatientes y una progresiva mul-
tiplicación y diversificación de las organizaciones. 
Aun así, las consecuencias de ambos procesos 
fueron muy distintas en diferentes regiones del 
país. Duran señala, por ejemplo, que en Medellín 
se produjo una fusión de las estructuras paramili-
tares y la criminalidad, que dio lugar a una reduc-
ción de la violencia en razón al monopolio crimi-
nal (Durán, 2022). En Cali y el Valle del Cauca, por 
su parte, esta fusión no se produjo y tras la desa-
parición del Bloque Calima se produjo un enfren-
tamiento entre ejércitos privados que inicialmen-
te se distinguieron como Machos y Rastrojos y 
posteriormente asumieron distintos nombres en 
el marco de la competencia localizada por el con-
trol de economías ilegales (Durán, 2022). Simultá-
neamente, se multiplicaron organizaciones que 
aprovechaban las oportunidades de diferentes 
economías ilegales, desde la minería en los ríos 
del pacífico hasta el tráfico de personas y la ex-
torsión en distintas ciudades y zonas de tránsito 
interfronterizo. 

La interacción del Estado con las organizaciones 
criminales para la delimitación de sus ámbitos de 
actividad vincula de maneras complejas los ni-
veles transnacional, nacional y local, no sólo por 
la multiplicidad de economías ilegales, sino ade-
más por la multiplicación de los actores ilegales y 
diversificación de sus formas de organización. Es-
tructuras como el Tren de Aragua, que se convir-
tió en un jugador transnacional a partir del tráfico 
de personas, operando a partir de un sistema de 
franquicias vinculadas a un mando central (Sam-
po y Troncoso, 2024), operan a partir de alianzas 
con organizaciones criminales más pequeñas 
y menos numerosas en distintas partes del país 
(Sampo y Troncoso, 2024). Pese a la existencia de 
redes translocales que vinculan a jugadores in-
ternacionales, sean estos los carteles mexicanos o 
los sindicatos criminales brasileros, los pulsos de 

poder tienen un carácter local y por ende son ca-
racterísticas locales las que explican las variacio-
nes en los niveles de violencia entre municipios o 
los cambios en su intensidad en el marco de co-
yunturas electorales. Así, fácilmente pueden con-
vivir en las riberas del cañón de garrapatas, zona 
estratégica para la producción, procesamiento y 
tráfico de narcóticos en el Valle del Cauca, muni-
cipios con las más altas y las más bajas tazas de 
homicidios del país.  

La realización de elecciones no parece estar en 
riesgo ni por la multiplicación de los grupos, ni 
por la aparición de nuevos tipos de organiza-
ciones criminales. Tras el proceso de paz con las 
FARC EP, por ejemplo, se logró la desmovilización 
de más de trece mil combatientes y una reduc-
ción significativa en la violencia en el territorio y, 
particularmente, las muertes en combate. Pese 
a ello, se ha registrado un aumento significativo 
de la violencia contra liderazgos sociales desde la 
suscripción del acuerdo de paz con las FARC, que 
se asocia a la aparición de disidencias y nuevos 
emprendimientos criminales que ocupan espa-
cios donde se desarrollan actividades económi-
cas criminales. 

La nueva violencia está estrechamente vincu-
lada a la paz y tiene un claro carácter político. El 
acuerdo buscó la paz a través de la movilización 
social en torno a agendas de desarrollo territo-
rial, que necesariamente exigía la ampliación del 
espacio de lo público y la politización de diferen-
cias en el nivel local. En un contexto caracteriza-
do por la descomposición de las organizaciones 
que compiten por votos, las organizaciones socia-
les se ubican en el epicentro del cambio político. 
Como señala el más reciente informe de la Misión 
de Observación Electoral, esta violencia está aso-
ciada a los pulsos electorales por el poder local, 
ya que es tres veces más alta en los cuatro me-
ses previos al día de la elección en comparación 
con los mismos meses en periodos no electorales 
(MOE, 2024). 

En 2023 las afectaciones contra liderazgos po-
líticos aumentaron casi un 70% respecto a 2019, 
mientras que las agresiones contra liderazgos 
comunales lo hicieron un 40% (MOE, 2024). Se-
gún este mismo informe, “los departamentos 
de Cauca, Antioquia, Valle del Cauca, Norte de 
Santander, Nariño, Huila y Bolívar se destacaron 
como epicentros de la violencia generalizada y 
letal contra liderazgos, concentrando el 46,4% 
del total de agresiones y el 53,7% de los hechos 
letales”. Pese a que existe una correlación entre 
el aumento de la violencia contra los liderazgos 
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sociales, políticos y comunales y el aumento en 
la presencia de los grupos creados con poste-
rioridad al proceso de paz, “alrededor de una 
quinta parte de los hechos contra liderazgos 
políticos ocurren en lugares sin fuerte control 
social y políticos de los GAI” (MOE, 2024).

a. El riesgo por violencia para las 
elecciones: un indicador de la 
calidad democrática

Durante el primer cuarto de siglo XXI la de-
mocracia subnacional en Colombia ha expe-
rimentado ciclos de violencia que han reper-
cutido directamente sobre la política local. 
Así mismo, estos episodios violentos han lo-
grado afectar los comicios electorales, por lo 
que la ciudadanía ha visto en jaque sus dere-
chos civiles y políticos para ejercer el derecho 
al voto y elegir sus representantes.

La Misión de Observación Electoral (MOE) de 
Colombia, desde el año 2007, ha venido rea-
lizando monitoreo a los factores de violencia 
que pueden repercutir sobre la calidad de las 
elecciones. En total se han producido nueve 
mapas de riesgo por violencia que permiten 

1 Dado que no existen mapas de riesgo que midan las mismas variables de forma sistemática para medir la violencia 
electoral no fue posible ampliar el estudio desde el año 2000. Se considera que los datos desde 2007 son representativos y 
permiten hacer inferencias sobre la violencia en el primer cuarto de siglo. (los datos de “y refundaron la patria” entre 1997 
y 2007 no podrán servir?)

hacer una lectura del comportamiento de la 
violencia durante el primer cuarto del siglo 
XXI en Colombia.1 Los datos se registraron para 
1.103 municipios -incluyendo a Bogotá D.C.- y 
19 áreas no municipalizadas que suman 1.122 
entidades territoriales monitoreadas a las que 
se las ha asignado un nivel de riesgo que pue-
de ser medio, alto o extremo (ver Anexo A). 
El nivel de riesgo por violencia es asignado a 
partir de la medición de variables que exami-
nan la presencia e intensidad de las acciones 
de Grupos Armados Organizados (GAO), ELN, 
FARC; así como también afectaciones a la mo-
vilidad humana, violencia política y violacio-
nes a la libertad de prensa.

En el Gráfico 5 se puede observar que desde 
el año 2007, cuando se hace la primera me-
dición, y hasta 2023, cuando se realizó la más 
reciente, se evidencia que ha disminuido el 
porcentaje de municipios en riesgo por vio-
lencia para las elecciones. En 2007 el 51% de 
los municipios del país contaban con algún 
nivel de riesgo por violencia, mientras que 
esta se redujo al 28% para el 2023, siendo este 
un valor más o menos regular desde 2018.

Gráfico 5. Histórico de cantidad de municipios de Colombia que presentaron algún nivel de 
riesgo por violencia en las elecciones, 2007-2023.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Misión de Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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Al revisar estos datos al nivel departamental 
(ver Mapa 1 y Tabla 1), y teniendo en cuenta el 
número de municipios que alberga cada uno, 
encontramos que entidades territoriales como 
Bogotá, Guaviare, Arauca, Caquetá y Cauca po-
seen niveles de riesgo superiores al 80%. Esto 
indica que gran parte de su territorio enfrenta 
retos en materia de violencia para los comicios 
electorales que allí se celebran. Por su parte, en 
el extremo contrario, encontramos que departa-
mentos como San Andrés, Boyacá, Cundinamar-
ca y Amazonas presentan  niveles de riesgo por 
violencia inferiores al 10%, es decir, su territorio 
no está significativamente afectado por factores 
violentos que puedan impactar la calidad de las 
elecciones.

A través de estos resultados se puede explorar 
el argumento de Dunning (2011), quien sugiere 

que la violencia es un mecanismo que puede ser 
usado por diferentes actores como un sustituto 
o como un complemento para incidir en un cer-
tamen electoral. El concepto de violencia como 
sustituto se refiere a un desinterés por parte del 
actor violento sobre los procesos electorales. 
Este tipo de violencia, como sustituto, ocurre en 
aquellos casos en los que los actores armados 
no ostentan el dominio territorial, por lo tanto, 
los hostigamientos se convierten en un vehículo 
a través del cual pueden generar obediencia. En 
cambio, la violencia como complemento implica 
algún grado de dominio territorial por parte del 
grupo armado, y por lo tanto el repertorio de vio-
lencia busca consolidar estos dominios a través 
de cargos de elección popular que limiten la ac-
ción del Estado en su contra y les permita man-
tener la posición de poder que ostentan.

Mapa 1. Nivel de riesgo consolidado de los departamentos de Colombia por factores de violen-
cia para las elecciones, 2007-2023.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Misión de Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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Tabla 1. Porcentaje de municipios de cada departamento en riesgo por violencia para las elec-
ciones (2007-2023).

Departamento Porcentaje de municipios en riesgo por violencia

Amazonas 9%

Antioquia 43%

Arauca 87%

San Andrés 6%

Atlántico 24%

Bogotá, D.C. 100%

Bolívar 37%

Boyacá 6%

Caldas 22%

Caquetá 83%

Casanare 37%

Cauca 80%

Cesar 49%

Chocó 76%

Córdoba 44%

Cundinamarca 7%

Guainía 32%

Guaviare 97%

Huila 39%

La Guajira 50%

Magdalena 22%

Meta 60%

Nariño 46%

Norte de Santander 45%

Putumayo 68%

Quindío 27%

Risaralda 34%

Santander 15%

Sucre 42%

Tolima 43%

Valle del Cauca 42%

Vaupés 17%

Vichada 33%

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Misión de Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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2. El fin de del cuarto de siglo XXI: 
triunfo de la izquierda en Colombia

Hasta comienzos de la segunda década del si-
glo XXI el principal cambio en el sistema de par-
tidos había estado relacionado con el proceso 
de paz con las FARC EP que lideró la adminis-
tración de Juan Manuel Santos.  La negociación 
del acuerdo de paz creó un eje de contestación 
pública, en función del cual intentó organizarse 
la competencia en la arena nacional. La crea-
ción del partido Centro Democrático, en 2013, 
formalizó la politización de las diferencias fren-
te al proceso y dio sentido a las elecciones pre-
sidenciales de 2014 y 2018, y el plebiscito para 
la refrendación de los acuerdos en octubre de 
2016. La paz estará en el epicentro del debate 
público y la forma en que se distribuyeron los 
votos por el sí y el no en el territorio nacional 
demostraron las diferencias que existían acerca 
de las oportunidades que ofrecía la paz (INDE-
PAZ, 2016; Botero, 2017). 

En el corto plazo, la principal transformación 
del sistema de partidos, la inclusión del partido 
Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común, 
no pareció producir ninguna alteración en el 
funcionamiento del régimen, dados sus pobres 
resultados en las urnas. Las transformaciones, 
sin embargo, se propiciaron muy pronto. El 
conjunto de masivas protestas y movilizaciones 
que se inició en abril de 2021 y que se prolongó 
por dos meses, fue el preámbulo del triunfo in-
édito de una coalición de izquierda en las elec-
ciones presidenciales de 2022. La movilización 
que comenzó a partir del rechazo a proyectos 
del Gobierno del presidente Duque, permitió 
la expresión de conflictividades diversas, múl-
tiples actores locales y variadas demandas di-
rigidas a los gobiernos, local, departamental y 
nacional en distintas regiones.

El pacto Histórico, la coalición de izquierda que 
lideró Gustavo Petro logró canalizar estas con-
flictividades y este descontento y transformar-
lo en un recurso electoral en 2022 (Bravo et al., 
2022, en Coronel y Donoso, 2024). Tras ser la 
fuerza más votada en el Senado y la Cámara 
de Representantes, Petro ganó la presidencia 

en lo que se considera el cambio político más 
significativo en el país desde la constitución de 
1991 (Bitar y Tolosa, 2023). Pese a que las eleccio-
nes se celebraron en un ambiente caracteriza-
do por el incremento progresivo de la violencia 
política y de las denuncias de posible fraude, la 
transición se desarrolló sin inconvenientes. El 
triunfo de Petro, si bien no alteró aún los patro-
nes de competencia electoral, especialmente 
después del pobre resultado de las listas y los 
candidatos de su coalición en las elecciones lo-
cales del 2023, si plantea potenciales cambios 
dramáticos en la comunicación política. A esto 
contribuye el que la edad fue la variable más 
importante para predecir la preferencia de voto 
por Gustavo Petro (Bitar y Tolosa, 2023).

La transformación en la comunicación política 
que parece estarse desarrollando está asocia-
da a la fragilidad de los movimientos sociales 
y la debilidad de los canales que permiten su 
conexión con el gobierno y la representación 
(Coronel y Donoso, 2024). A esto se suma la po-
larización, que crea un escenario idóneo para el 
uso intensivo de redes sociales para la comuni-
cación política, la movilización y la gestión de la 
agenda pública en la arena nacional. El predo-
minio de las redes sociales anuncia la centra-
lidad de retóricas narrativas construidas a par-
tir de memes, fake news, vídeos ‘en directo’ y 
construcciones lingüísticas propias de la ciber-
cultura (Sacristán, 2013).

La centralidad de este espacio se alimenta 
del uso que le dan desde la coalición dirigen-
te que, como ocurre en otros países, utiliza in-
tensivamente las redes sociales como canal de 
difusión fragmentada de sus mensajes (Van 
Kessel & Castelein, 2016). Las redes amplifican 
tensiones sociales de alcance continental y la 
conversación gira en buena medida en torno a 
mensajes producidos para validar o invalidar el 
ejercicio del poder ante una audiencia mal in-
formada. El presidente Petro ha convertido las 
redes en el principal escenario de información 
gubernamental de manera estratégica, promo-
viendo la transformación en las maneras de la 
competencia democrática en la arena nacional.



26Colombia, entre aperturas y cierres democráticos

Conclusiones
Durante el primer cuarto del siglo XXI Colombia ha 
avanzado hacia una aparente consolidación de-
mocrática. Indicadores como el Índice de Demo-
cracia Liberal producido por el V-Dem reflejan que 
el país ha logrado consolidar este régimen político 
cuyo propósito se centra en garantizar libertades 
y control de pesos y contra pesos a las ramas del 
poder público. No obstante, es fundamental ana-
lizar las coyunturas críticas que ha afrontado el 
Estado-Nación para comprender el impacto en la 
política doméstica.

En este texto argumentamos que existen seis di-
mensiones a partir de los cuales se puede anali-
zar la trayectoria de la consolidación democrática 
del país. Cada una de estas coyunturas genera un 
conjunto diferenciado de incentivos y resultados 
que impactan de manera específica y diferencia-
da, el sistema político colombiano.

La dimensión geopolítica emerge como un factor 
crucial para comprender la política doméstica. Las 
decisiones de otros países soberanos, como los Es-
tados Unidos, han llevado a Colombia a desarrollar 
políticas para combatir el “narco-terrorismo”, un 
fenómeno estructurado a partir del discurso y la 
práctica. Estas decisiones han influido en los esce-
narios de violencia que ha atravesado el país du-
rante el primer cuarto de siglo XXI. Así mismo, este 
trabajo reconoce el papel que han desempeñado 
los movimientos sociales en el país para la cons-
trucción de una paz territorial.

Diferentes grupos poblacionales y comunitarios 
se han estructurado, de manera orgánica o no, 
para defender sus derechos. Estos movimientos 
han forzado la apertura de canales institucionales 
democráticos para canalizar las demandas ciu-
dadanas, aunque en ocasiones estas demandas 
se resuelven por vías de hecho. Paralelamente, la 
ciudadanía ha incrementado su compromiso de-
mocrático, reflejado en una mayor participación 
electoral, cuyos niveles han ido recuperándose 
hasta alcanzar cifras similares a las de finales del 
siglo pasado.

En lo que atañe a la evolución del conflicto arma-
do en Colombia y al modo en que el Estado ha 
afrontado las diferentes aristas de este fenómeno, 
se evidencian dos grandes conclusiones, al menos 
leyendo estas dinámicas desde el nivel nacional. 
En primera instancia, se evidencia que, respecto a 
la última década del siglo XX, a lo largo del primer 
cuarto del siglo XXI se estableció una tendencia 

de contención del conflicto más que de intensifi-
cación y expansión. Tal tendencia fue establecida 
a partir de un gran despliegue militar durante las 
administraciones de Uribe, pero también con base 
en la desarticulación de dos de los más grandes 
actores del conflicto, las AUC entre 2003 y 2006, y 
las FARC entre 2012 y 2016. Es a partir de estos hitos 
que la amenaza que rondaba el Estado en su nivel 
central es disipada y atomizada a lo largo y ancho 
del territorio.

Esta afirmación además se evidencia con los datos 
ofrecidos por la MOE, con base en los cuales es po-
sible establecer, con excepción de una tendencia 
contraria en años más recientes durante el gobier-
no Petro, que la violencia y presencia de actores 
armados se ha dinamizado de tal forma que no 
expone a los territorios al mismo riesgo que solía 
darse en los diferentes municipios del país. Esto es, 
la tendencia es a disminuir el número de munici-
pios en riesgo extremo de violencia de cara a las 
elecciones. Es en este sentido, que pareciese que 
cada vez más se da un proceso de apertura de-
mocrática. Esto puede deberse en parte a la des-
politización de la violencia que se pudo dar como 
resultado de la desarticulación de las dos grandes 
propuestas políticas y militares de alcance nacio-
nal que se habían formado en el país.

En el nivel subnacional, la violencia ha mostrado 
repertorios de acción diferenciados. Aunque en 
algunas regiones esta ha disminuido, su compor-
tamiento ha sido cíclico y se ha trasladado a otras 
zonas, o se ha mantenido persistente en aquellos 
territorios con limitada presencia del Estado. Este 
trabajo presenta un análisis basado en los mapas 
de riesgo por factores de violencia elaborados por 
la MOE. Destacamos aquellos municipios con índi-
ces de riesgo inferiores al 10%, mientras señalamos 
alertas en los territorios donde esta variable supera 
el 80%.

Estos datos demuestran que el proceso de con-
solidación democrática en Colombia durante la 
primera mitad del siglo XXI ha seguido caminos 
diferenciados cuando se trata de revisar el nivel 
nacional y subnacional. Mientras en el primero se 
suele hablar de una aparente consolidación de-
mocrática, en el segundo encontramos que los pa-
trones de la violencia política y electoral reinciden 
en determinados territorios. Es en estos territorios 
donde el Estado compite con procesos de cons-
trucción de democracia precarios que no logran 
cristalizar en un monopolio legítimo de la fuerza.
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Anexos
Anexo A. Porcentaje de municipios por departamento con algún nivel de riesgo por violencias 

para las elecciones (2007-2023).

Departamento 2007 % 2010 % 2011 % 2014 % 2015 % 2018 % 2019 % 2022 % 2023 %

Amazonas 18,18% 0,00% 0,00% 9,09% 36,36% 0,00% 9,09% 0,00% 9,09%

Antioquia 53,60% 52,00% 56,80% 39,20% 40,00% 36,80% 31,20% 40,00% 40,00%

Arauca 85,71% 100% 28,57% 85,71% 100,00% 85,71% 100,00% 100,00% 100,00%

San Andrés 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 50,00% 0,00% 0,00% 0,00% 0,00%

Atlántico 60,87% 17,39% 21,74% 17,39% 30,43% 13,04% 17,39% 17,39% 17,39%

Bogotá, D.C. 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Bolívar 60,87% 26,09% 39,13% 23,91% 43,48% 34,78% 28,26% 39,13% 41,30%

Boyacá 17,07% 7,32% 4,88% 4,07% 6,50% 7,32% 6,50% 1,63% 0,81%

Caldas 66,67% 51,85% 7,41% 14,81% 29,63% 18,52% 7,41% 3,70% 0,00%

Caquetá 100% 81,25% 100% 100% 100% 56,25% 62,50% 93,75% 50,00%

Casanare 100% 31,58% 26,32% 47,37% 42,11% 15,79% 36,84% 10,53% 21,05%

Cauca 78,57% 80,95% 83,33% 83,33% 92,86% 73,81% 69,05% 73,81% 80,95%

Cesar 72,00% 48,00% 64,00% 52,00% 44,00% 40,00% 36,00% 36,00% 48,00%

Chocó 48,39% 61,29% 67,74% 74,19% 87,10% 83,87% 83,87% 87,10% 87,10%

Córdoba 46,67% 56,67% 66,67% 33,33% 33,33% 50,00% 36,67% 36,67% 40,00%

Cundinamarca 15,52% 5,17% 8,62% 7,76% 9,48% 4,31% 6,03% 1,72% 0,00%

Guainía 50,00% 0,00% 100,00% 12,50% 0,00% 0,00% 0,00% 62,50% 62,50%

Guaviare 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 75,00% 100,00% 100,00%

Huila 64,86% 51,35% 67,57% 51,35% 64,86% 10,81% 8,11% 13,51% 16,22%

La Guajira 53,33% 60,00% 60,00% 73,33% 60,00% 13,33% 60,00% 33,33% 40,00%

Magdalena 43,33% 20,00% 30,00% 16,67% 30,00% 6,67% 26,67% 6,67% 16,67%

Meta 100,00% 55,17% 62,07% 58,62% 75,86% 44,83% 34,48% 62,07% 44,83%

Nariño 54,69% 43,75% 51,56% 54,69% 57,81% 39,06% 40,63% 40,63% 34,38%

Norte de San-
tander 60,00% 42,50% 45,00% 40,00% 45,00% 42,50% 42,50% 42,50% 45,00%

Putumayo 84,62% 69,23% 69,23% 69,23% 76,92% 46,15% 53,85% 76,92% 69,23%

Quindío 66,67% 66,67% 33,33% 16,67% 25,00% 16,67% 0,00% 8,33% 8,33%

Risaralda 85,71% 50,00% 28,57% 21,43% 35,71% 21,43% 14,29% 28,57% 21,43%

Santander 40,23% 22,99% 21,84% 10,34% 8,05% 6,90% 10,34% 5,75% 6,90%

Sucre 70,37% 40,74% 37,04% 29,63% 40,74% 25,93% 25,93% 48,15% 62,96%

Tolima 63,83% 57,45% 59,57% 61,70% 65,96% 29,79% 21,28% 17,02% 12,77%

Valle del Cauca 59,52% 45,24% 45,24% 54,76% 47,62% 30,95% 42,86% 33,33% 16,67%

Vaupés 66,67% 0,00% 16,67% 16,67% 0,00% 16,67% 16,67% 0,00% 16,67%

Vichada 25,00% 25,00% 25,00% 25,00% 25,00% 25,00% 25,00% 50,00% 75,00%

Fuente: elaboración propia con base en datos de la Misión de Observación Electoral (MOE) de Colombia.
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